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INFORME No. 45/11
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 11.530
PERÚ

23 de marzo de 2011
PRESUNTA VÍCTIMA:
Tomás Flores Huanío, Justiniano Hurtado Torres e Indalecio Pomatanta Alvarrán 
 

PETICIONARIO: 
Coordinadora Nacional de Derechos Humanos
 

VIOLACIONES ALEGADAS: 
Artículos 4, 5 y 8 de la Convención Americana
INICIO DE TRÁMITE:  
27 de septiembre de 1995
 

 

I. POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS
1. En la presente denuncia los peticionarios narraron hechos de violencia supuestamente practicados por efectivos de la Marina de Guerra contra la población civil en el departamento de Ucayali. Mencionaron que a finales de noviembre de 1994 militares detuvieron y ejecutaron a Justiniano Hurtado Torres, residente en el caserío de San Pedro de Chío, provincia de Pucallpa, departamento de Ucayali. Indicaron que el 30 de noviembre de 1994 un familiar de la presunta víctima presentó una denuncia penal ante la Fiscalía Provincial de la zona de Coronel Portillo, Pucallpa, sin indicar el resultado de las investigaciones eventualmente abiertas.
2. Los peticionarios afirmaron que el 19 de abril de 1995 efectivos de la Marina de Guerra adscritos a la Base de San Lorenzo, distrito de Sarayacu, citaron a varias personas a una reunión sin informar el motivo. Señalaron que al comparecer al referido encuentro, el señor Tomás Flores Huanío fue torturado por miembros de la Marina de Guerra, quienes lo acusaron de almacenar material para la fabricación de estupefacientes en su residencia. Se indica que el 17 de mayo de 1995 la madre de la presunta víctima, señora Elvina Huanío Vda. de Flores, se presentó a la Fiscalía Provincial de Pucallpa y reportó que su hijo había sido duramente golpeado y privado de su libertad por miembros de la Marina.
3. Los peticionarios alegaron que el 2 de abril de 1995 aproximadamente 15 efectivos de la Marina de Guerra detuvieron y prendieron fuego al señor Indalecio Pomatanta Alvarrán, quien vino a fallecer cuatro días después, producto de las quemaduras. Afirmaron que el 6 de abril de 1995 el padre de la presunta víctima, señor Juan Francisco Pomatanta, presentó una denuncia ante la Fiscalía Provincial de Pucallpa, sin indicar el resultado de las investigaciones eventualmente abiertas. 
II.
POSICIÓN DEL ESTADO
4. Afirmó que el señor Flores Huanío Tomás había sido intervenido el 24 de abril de 1995 con sustancia ilícita utilizada para la fabricación de cocaína, siendo puesto a la disposición de la Fiscalía Provincial de Contamaná y detenido por personal del Batallón Ligero de Infantería de Marina Nro. 4 en la localidad de Contamaná. Señaló que a raíz de la denuncia presentada por la madre de la presunta víctima, la Fiscalía Provincial Mixta de Ucayali había abierto una investigación contra integrantes de la Marina de Guerra por el delito de lesiones graves en agravio del señor Flores Huanío. El Estado afirmó que las alegadas agresiones en perjuicio del señor Tomás Flores Huanío habían sido denunciadas paralelamente al Comité contra la Tortura de las Naciones Unidas y describió las actuaciones judiciales en torno a tales hechos realizadas por los órganos de la jurisdicción interna. El Estado no presentó información específica respecto de las demás presuntas víctimas Justiniano Hurtado Torres e Indalecio Pomatanta Alvarrán.     
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
5. La petición 11.530 fue recibida el 21 de agosto de 1995 y trasladada al Estado el 27 de septiembre de 1995, otorgándole el plazo de 90 días para que presentara su respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH entonces vigente. El 25 de marzo de 1996 el Estado presentó su respuesta, la cual fue remitida a los peticionarios el 2 de abril de 1996.
6. Los peticionarios enviaron escritos adicionales el 23 de julio y el 3 de diciembre de 1997. A su vez, el Estado presentó comunicaciones adicionales el 3 de mayo de 1996, 16 y 28 de mayo, 3 de septiembre de 1997, 14 de marzo de 1998, 21 de abril y 9 de mayo de 2003.
7. El 18 de septiembre de 1997 el Estado requirió la concesión de una audiencia pública en el marco del 97º Período Ordinario de Sesiones de la CIDH. El 22 de septiembre de 1997 la CIDH informó que la audiencia no pudo ser concedida para el mencionado período de sesiones.
8. El 1º de mayo de 2000 la CIDH solicitó información actualizada a los peticionarios y el 3 de enero de 2003 reiteró dicha solicitud. El 5 de abril de 2004 la CIDH volvió a solicitar información actualizada a los peticionarios e indicó que de no recibirla en un plazo de un mes, podría considerar el archivo del expediente conforme al artículo 48.1.b) de la Convención Americana.    
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
9. Tanto el artículo 48.1.b) de la Convención Americana como el artículo 42.1 del Reglamento de la Comisión Interamericana establecen que en cualquier etapa del procedimiento, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y, en cualesquiera de los casos, ordenará el archivo del expediente.
10. En el caso en referencia, la Comisión dirigió solicitudes de información actualizada a los peticionarios en mayo de 2000, enero de 2003 y abril de 2004. Ante la ausencia de respuesta, y en vista de que la información disponible no es suficiente para adoptar una decisión sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de la petición, la CIDH decide archivarla de conformidad con los artículos 48.1.b) de la Convención y 42.1 de su Reglamento.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011. (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
